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CAPÍTULO V - DEBERES DE LAS PERSONAS

Artículo 32. Correlación entre deberes y derechos
1. Toda persona tiene deberes para con la familia, la comunidad y la humanidad.

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por 
la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad 
democrática.
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1. Introducción

Dentro del Capítulo V de la CADH referente a los deberes de las personas, el artículo 32 establece 
la existencia de una correlación entre deberes y derechos. Durante los trabajos preparatorios del 
Pacto de San José, si bien la discusión se enfocó principalmente en la configuración de los derechos 
para las personas, las obligaciones estatales derivadas de ellos y la conformación institucional de los 
órganos del SIDH, también se llegaron a abordar, y eventualmente a aprobar, disposiciones tendien-
tes a dotar de equilibrio al nuevo instrumento internacional, como lo es la existente correlación entre 
derechos y deberes.

Una primera aproximación al tema provino del profesor René Cassin, invitado especial a la Con-
ferencia Especializada que dio como origen a la Convención Americana. En su participación en la 
sesión inaugural de los trabajos, mencionó que “el universalismo es lo que constituye la base de todos 
los trabajos y acciones que tienden a proteger y a promover los derechos del ser humano como también 
sus deberes”.1

La iniciativa para que una cláusula que contemplara la correlación entre derechos y deberes fuese 
incluida la presentó la delegación brasileña el 10 de noviembre de 1969 debido a que consideraban que 
“[e]l proyecto de convención ha[bía] omitido los importantes principios consagrados en el Artículo 
XXXVIII de la D[ADDH] y en el Artículo XXIX de la Declaración Universal, los cuales hacen falta en 
la futura [C]onvención para afirmar la regla jurídica de que no hay derechos sin deberes.”2 La iniciativa 
brasileña fue eventualmente aprobada con un mínimo cambio.3

En el Informe del Relator de la CIDH –organismo técnico asesor de la Conferencia– del día 19 de 
noviembre de 1969 se mencionó que “se […] qu[iso] consagrar el principio de que el ejercicio y goce 
de los derechos conlleva deberes en la sociedad humana. [Dicha disposición] se aprobó a propuesta del 
Delegado del Brasil. El concepto expresado en el segundo párrafo de este artículo aparece en el Artículo 
XXVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre”.4

1 OEA. Conferencia Especializada en Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 7 al 22 de noviembre de 1969. Actas y 
Documentos OEA/Ser.K/XVI/1.2. p. 432. 

2 OEA. Conferencia Especializada en Derechos Humanos, op cit., pp. 125-126.
3 Idem., p. 278. 
4 Idem., p. 306. 
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Al igual que en los trabajos preparatorios de la CADH, en los documentos preparatorios del Pro-
yecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas se discutieron la corre-
lación entre deberes y derechos, y las limitaciones de los derechos en una sociedad democrática. Al 
respecto, las delegaciones de Colombia, Perú y México mencionaron la pertinencia de este tipo de cláu-
sula. En los trabajos preparatorios también se sumaron a la discusión sobre este tema Chile y Canadá. 
Por su parte, las organizaciones indígenas coincidieron en que dicha correlación debe ser incluida no 
sólo en la relación de los Estados con las poblaciones indígenas, sino de estas con las otras poblaciones 
y al interior de las mismas, dentro del marco de los valores culturales de cada pueblo. De igual forma, 
afirmaron que debía rechazarse “todo concepto paternalista y etnocida que sostenga lo contrario respec-
to al crecimiento libre de las poblaciones indígenas”.5

Como es posible apreciar, los trabajos preparatorios de la CADH, así como otros ejercicios pos-
teriores no dan mucha luz del rol de este precepto en relación con los otros derechos concretos con-
sagrados en la Convención, al tiempo de que ha sido la Corte IDH quien ha interpretado y aplicado 
lo dispuesto por este artículo en varias oportunidades en el marco de su competencia consultiva y 
contenciosa.

En el presente comentario en una primera sección se explicará cómo los individuos poseen deberes 
conforme al derecho internacional de los derechos humanos y cómo dichos deberes se encuentran ínti-
mamente correlacionados con los derechos humanos de todas y todos. Posteriormente, en una segunda 
sección, se abordarán los límites que impone la Convención al ejercicio de los derechos, y cómo a partir 
de estos elementos propuestos en el artículo 32 de la CADH, la Corte IDH ha interpretado en distintas 
ocasiones los alcances de las restricciones impuestas a los derechos por los Estados partes.

2. La correlación entre derechos y deberes en la CADH

El inciso 1 del artículo 32 dispone que “[t]oda persona tiene deberes para con la familia, la comu-
nidad y la humanidad”. En este apartado, se analizará la existente correlación entre derechos y deberes 
en el derecho internacional de los derechos humanos, así como el estatus de estas disposiciones a partir 
de la naturaleza del SIDH.

2.1.  La correlación entre derechos y deberes en el derecho internacional 
de los derechos humanos y su problemática

Para algunos autores, en la actualidad, debe estar fuera de toda duda que los individuos tienen 
deberes emanados de los tratados y del derecho internacional, y que dichos deberes pueden estar re-
lacionados con los derechos humanos.6 Así, los derechos humanos pueden implicar deberes para las 
personas y grupos, o solo a los Estados.7

De ahí es que la cuestión a analizar no es si los tratados pueden vincular a los individuos, sino si 
estos deberes pueden resultar del lenguaje de un tratado particular aun cuando no haya una mención 
expresa a los mismos.8 Los tratados de derechos humanos demuestran que existen deberes que explíci-
tamente afirman, o al menos, quieren expresar implícitamente, que los individuos pueden tener deberes 
y que pueden ser oponibles ante ciertas acciones de particulares.9

5 CIDH. Informe Anual 1992-1993. Documentos Preparatorios del Proyecto de Declaración Americana sobre los De-
rechos de los Pueblos Indígenas. Documento 5. Informe sobre la primera ronda de consultas sobre el futuro instrumento 
legal interamericano sobre derecho de las poblaciones indígenas.

6 Paust, J. J. “The other side of Right: Private Duties under Human Rights Law”, Harvard Human Rights Journal, n.º 5, 
1992, p. 51. 

7 Idem.
8 Paust, J. J. “The other side of Right: Private Duties under Human Rights Law”, op. cit., pp. 51-52. 
9 Ibidem, p. 52. 
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La existencia de estos deberes es evidente en la DUDH tanto en el Preámbulo como en los artículos 
28 y 29; respecto a este último artículo se afirma que “[t]oda persona tiene deberes respecto a la comu-
nidad, puesto que sólo en ella puede desarrollar libre y plenamente su personalidad”. Asimismo, señala 
de forma similar que “[e]n el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona 
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el recono-
cimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de 
la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática”.

La DADDH –instrumento predecesor de la CADH– pone especial énfasis en la correlación entre 
deberes y derechos, señalando desde su preámbulo que “[e]l cumplimiento del deber de cada uno es 
exigencia del derecho de todos. Derechos y deberes se integran correlativamente en toda actividad 
social y política del hombre. Si los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la 
dignidad de esa libertad”. Igualmente, establece en el articulado de su capítulo segundo un amplio 
catálogo de deberes del individuo ante la sociedad, los hijos y los padres, de sufragio, de obediencia 
a la ley, de servicio a la comunidad, de pagar impuestos, de trabajo, entre otros.

Al igual que estos instrumentos, el PIDCP contiene deberes a cargo de los individuos. En su preám-
bulo menciona que los individuos “por tener deberes respecto de otros individuos y de la comunidad 
a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución y la observancia de los derechos 
reconocidos en este Pacto […]”. Asimismo, el artículo 5.1 dispone que “[n]inguna disposición del […] 
Pacto podrá ser interpretada en el sentido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo 
para emprender actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los derechos 
y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida que la prevista en él”.

El Convenio Europeo dispone en su artículo 17 (Prohibición de Abuso de Derecho) que “[n]inguna 
de las disposiciones del […] Convenio podrá ser interpretada en el sentido de implicar para un Estado, 
grupo o individuo, un derecho cualquiera a dedicarse a una actividad o a realizar un acto tendente a 
la destrucción de los derechos o libertades reconocidos en el presente Convenio o a limitaciones más 
amplias de estos derechos o libertades que las previstas en el mismo.”10

En el sistema africano, la Carta de Banjul reconoce ciertos deberes que deben cumplir las personas. 
El artículo 27 señala que “[t]odo individuo tendrá deberes para con su familia y sociedad, para con el 
Estado y otras comunidades legalmente reconocidas, así como para con la comunidad internacional.” 
Además, señala que “[l]os derechos y libertades de cada individuo se ejercerán con la debida consi-
deración a los derechos de los demás, a la seguridad colectiva, a la moralidad y al interés común”. El 
artículo 28 del mismo instrumento señala que “[t]odo individuo tendrá el deber de respetar y considerar 
a sus semejantes sin discriminación, y de mantener relaciones encaminadas a promover, salvaguardar 
y fortalecer el respeto y la tolerancia mutuos”. El artículo 29 estipula una serie de deberes a cargo del 
individuo entre los que se encuentran: “[p]reservar el desarrollo armonioso de la familia”, “[s]ervir a su 
comunidad nacional poniendo sus aptitudes físicas e intelectuales a su servicio”, “[n]o comprometer la 
seguridad del Estado del cual sea nacional o residente”, “[t]rabajar al máximo de su rendimiento y pagar 
los impuestos estipulados por la ley en el interés de la sociedad”, “[p]reservar y reforzar los valores 
culturales africanos”, entre otros.

De igual manera, otros tratados internacionales en materia de derechos humanos tanto del sistema 
universal como de los distintos sistemas regionales, establecen diversos tipos de deberes a cargo de las 
personas.

De la misma forma, los múltiples estatutos que crean y dan lugar a tribunales internacionales para 
perseguir crímenes de lesa humanidad, como los Tribunales ad hoc para la ex Yugoslavia y Ruanda y el 

10 Sobre la aplicación de este precepto por el TEDH, ver García Roca, J. “Abuso de los derechos fundamentales y defensa 
de la democracia”, en García Roca, J. y Santolaya, P. (coords.) La Europa de los Derechos. El Convenio Europeo de 
Derechos Humanos. 2ª ed., Madrid, CEPC, 2009, pp. 27-28. 
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mismo Estatuto de la Corte Penal Internacional reafirman la idea de que los deberes individuales existen 
con respecto a los derechos humanos en el ámbito internacional.11

Si bien los individuos no son partes firmantes de los instrumentos internacionales mencionados 
en los párrafos anteriores, de estos emanan tanto derechos como obligaciones generales que relacionan 
a los individuos con los tratados y entre sí.12 Los deberes implícitos de los particulares también se ven 
reflejados en los mandatos encaminados a la tipificación de cierto tipo de conductas como delictivas.13

En los últimos años también se ha analizado en el DIDH el surgimiento de deberes emergentes, 
como los derivados de las actividades de las grandes corporaciones transnacionales, o de la protección 
de los derechos ambientales, que pueden afectar a terceros. Asimismo, respecto a violaciones del 
pasado, se ha llegado a reconocer un tipo de responsabilidad colectiva, como ha ocurrido con las 
víctimas del Holocausto o de la Segunda Guerra Mundial, así como las víctimas de esclavitud o 
colonización y respecto a pueblos y comunidades indígenas.14

En 1997 se intentó por parte de un grupo de notables redactar el proyecto de una “Declaración Uni-
versal de Responsabilidades de las Personas”, la cual serviría de complemento a la DUDH en su cin-
cuenta aniversario. Sin embargo, dicho instrumento, lejos de ofrecer claridad en la discusión, se erigió 
como un manifiesto ético, más que un instrumento jurídico,15 con poco apoyo y atención internacional,16 
y más aun, dicho documento fue duramente criticado por organizaciones de derechos humanos.17

La resistencia por parte de organizaciones de derechos humanos a este tipo de ejercicios, y en 
general a expandir el régimen de obligaciones y deberes más allá de lo ya establecido en los tratados 
internacionales no es gratuita, en especial si consideramos que los derechos humanos han surgido pro-
gresivamente como respuesta a los más atroces abusos de la noción de “obligación” y “deber”.18 Al 
respecto, habría que recordar que dentro de la tradición occidental, en el Medievo, los individuos eran 
poseedores solo de obligaciones y deberes hacia el señor feudal, hacia el monarca y la iglesia. Los 
derechos humanos, así, empezaron a emerger incipientemente como prerrogativas en contra de estos 
poderes absolutos. A su vez, el actual movimiento internacional de los derechos humanos emerge a 
mediados del siglo XX como respuesta al sentido del “deber” inspirado en el nacionalismo más exa-
cerbado, y en última instancia el imperialismo, que alcanzaron su apoteosis durante el régimen nazi.19

A pesar de este panorama no podemos soslayar que, tal como lo indica la CADH, existe una corre-
lación entre derechos y deberes, el punto es, desde el derecho internacional, encontrar la forma en que 
estos deberes se articulen en relación con los derechos en sociedades democráticas en donde se respeten 
los derechos humanos.

2.2. El estatus de las disposiciones del artículo 32 de la CADH

En los casos en que agentes estatales e incluso particulares violan derechos humanos, el Estado 
tiene la obligación de investigar, sancionar y prevenir dichas conductas, incluso velando con especial 
atención por las personas que se encuentren de forma individual o colectiva en situación de riesgo. 
Este marco normativo internacional hace que en los individuos recaiga la obligación de respetar los 

11 Paust, J. J. “The other side of Right: Private Duties under Human Rights Law”, op cit., pp. 56-59.
12 Eissen, M. “The European Convention on Human Rights and the Duties of the Individual”, en Nordisk Tidsskrift Ret, 

n.º 32, 1962, p. 233. 
13 Tal como lo estipulan la CIPST o la CIDFP. A este respecto, ver el comentario al artículo 2 a cargo de Ferrer y Pelayo.
14 Saul, B. “In the Shadow of Human Rights: Human Duties, Obligations, and Responsibilities”, en Columbia Human 

Rights Law Review, n.º 32, 2000-2001, pp. 596-600.
15 Idem., p. 575. 
16 Idem., p. 578. 
17 Amnistía Internacional. Muddying the waters. The Draft “Universal Declaration of Human Responsibilities”: No 

complement to human rights. 1998. Disponible en: http://www.amnesty.org/es/library/info/IOR40/002/1998/en (fecha 
de último acceso 18 de abril de 2017).

18 Saul, B. “In the Shadow of Human Rights: Human Duties, Obligations, and Responsibilities”, op cit., pp. 608-609.
19 Idem. p. 613. 
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derechos. Adicionalmente, el Estado a su vez, además de la obligación de respeto, tiene la obligación 
de emitir las normas necesarias y los procedimientos adecuados para llevar a cabo su obligación de 
garante, conforme a los estándares de los artículos 1 y 2 de la Convención.

La ‘horizontalidad’ de los derechos ha permitido que la Corte IDH haya determinado en varios 
casos responsabilidad internacional estatal por violación de derechos humanos por no prevenir, investi-
gar y efectivamente sancionar a los responsables de violaciones de derechos humanos aun si estos son 
particulares, o en su defecto, no se ha podido establecer si eran agentes estatales o no.20

Dada la naturaleza jurídica de la CADH y el hecho de que su objeto sea establecer un sistema 
de derechos y de garantías para hacerlos valer, y que los principales entes obligados en el respeto y 
garantía de los derechos sean los Estados partes, nos permite concluir que lo estipulado por el artículo 
32 es una disposición de naturaleza distinta a la de los derechos consagrados en el mismo instrumento 
internacional.

Si observamos la CADH, en los artículos 1 al 26 encontraremos normas que consagran derechos, 
mientras que el alcance y contenido de las restricciones a los mismos –deseables y necesarios para la 
convivencia colectiva–, deben observar lo dispuesto en los artículos 30 y 32 de la misma Convención.

Así, por ejemplo, el artículo 30 (alcance de las restricciones) dispone textualmente que “[l]as res-
tricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino conforme a leyes que se dictaren por razones de 
interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas”.

Por otra parte, el reconocimiento de esta realidad en torno a la correlación entre derechos y deberes 
ha llevado a la Corte IDH, en su jurisprudencia constante, a considerar los elementos del artículo 32 
como estándares para evaluar si las restricciones son acordes a la Convención Americana, y decidir si 
existe o no responsabilidad internacional cuando los Estados delimitan el ejercicio de un derecho.

Así, toda limitación a los derechos, cuando no sea explicitada en la CADH, tendrá que supeditarse 
a lo dispuesto por los artículos 30 y 32, de lo contrario, la Corte IDH puede determinar que la restricción 
no es legítima, siendo, en consecuencia, violatoria de este tratado internacional. El limitar o restringir 
los derechos de forma adecuada, en última instancia, es una cara más de la obligación de garantía, con-
sagrada en los artículos 1 y 2 de la CADH.

Igualmente, cabe decir que lo dispuesto por el artículo 32 de la CADH en varias disposiciones 
se ve de alguna manera complementado con las restricciones al ejercicio de los derechos que prevén 
disposiciones específicas del mismo instrumento. Así, por ejemplo, los artículos que estipulan moda-
lidades mediante las cuales el ejercicio de los derechos puede ser restringido o regulado por el Estado. 
Uno de los casos puede ser el artículo 13 relativo a la libertad de pensamiento y expresión.21

En todo caso, los mandatos que contemplan la cláusula del artículo 32 no pueden implicar la anula-
ción y ni siquiera la disminución de los derechos consagrados en los demás artículos de la Convención, 
sino una forma de determinar si cierta o cual medida restrictiva aplicada por un Estado es válida o no 

20 Sin duda, un ejemplo claro es el caso Campo Algodonero, en donde no fue posible determinar quién o quiénes habían 
sido los autores de los asesinatos, ni fue posible determinar si los mismos contaron con apoyo estatal. Ver Corte IDH. 
Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México. EPFRC. 2009. Asimismo, ver Ferrer Mac-Gregor, E., y 
Silva García, F. Los feminicidios de Ciudad Juárez ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Campo 
Algodonero. Porrúa-UNAM, México, 2011.

21 El artículo 13 de la CADH sobre la libertad de pensamiento y de expresión señala: […] 2. El ejercicio del derecho 
previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que 
deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación 
de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. […] 4. Los 
espectáculos públicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a 
ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 2. 5. Estará 
prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que 
constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de per-
sonas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional.
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bajo los estándares de la jurisprudencia internacional, es decir, si limita el derecho imponiendo un deber 
legítimo.

Igualmente, habría que destacar que, como lo señalan algunos autores, ninguna interpretación del 
artículo 32 puede sugerir que el ejercicio de los derechos consagrados en la CADH depende del ejerci-
cio de los deberes de cada persona.22

3. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos  
de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias  

del bien común, en una sociedad democrática

El artículo 32.2. de la CADH dispone que “[l]os derechos de cada persona están limitados por los 
derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una 
sociedad democrática”. De esta manera, los límites que pareciesen existir a los derechos, son: los dere-
chos de los demás, la seguridad de todos, las justas exigencias del bien común y, por último, las justas 
exigencias de una sociedad democrática.

Las restricciones establecidas a los derechos deben ser delineadas por los Estados en su normativa 
interna. Estas limitaciones o restricciones eventualmente pueden llegar a ser evaluadas por el SIDH en 
un test de proporcionalidad en donde se analiza si las restricciones a los derechos, gobernadas, como 
se explicó, por los artículos 30 y 32 de la Convención son legítimas. Esta es la aplicación que tiene el 
artículo 32 en la jurisprudencia de la Corte IDH y que será analizada a continuación.

3.1.  Los ‘derechos de los demás’ y la ‘seguridad de todos’  
como limitantes a los derechos

En la jurisprudencia de la Corte IDH la aplicación del artículo 32 se ha realizado de la mano del 
artículo 30 (alcance de las restricciones) del mismo instrumento internacional.

Adicionalmente al requisito fundamental de que las restricciones sean aplicadas conforme a leyes 
que se dicten por razones de interés general y con el propósito para el cual han sido establecidas, la 
Corte IDH, ha mencionado que las restricciones señaladas por la ley deben responder a un objetivo per-
mitido por la Convención Americana. Al respecto, la Convención permite que se realicen restricciones 
necesarias para asegurar “el respeto a los derechos o a la reputación de los demás” o “la protección de 
la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.23 Estos son, según la Corte IDH, 
fines legítimos.

En cuanto a la disposición que señala que las restricciones deben asegurar “el respeto a los dere-
chos o a la reputación de los demás”, se puede decir que debido a la naturaleza de las controversias que 
se conocen en el SIDH, la posibilidad de llegar a disputas entre los derechos de particulares de forma 
directa no es posible, ya que como se ha mencionado, los derechos de la CADH son oponibles proce-
salmente únicamente a los Estados partes de este instrumento.

No obstante lo anterior, la Corte IDH ha llegado a conocer en su más reciente jurisprudencia casos 
que versan sobre conflictos de derechos entre particulares. En esas oportunidades, el actuar del Estado 
respecto a los mismos han sido los antecedentes directos de la disputa ante esta instancia internacional. 
En este punto es importante señalar los casos Kimel,24 relativo a libertad de expresión; Atala Riffo y 
niñas, relativo a un litigio de custodia de menores entre dos padres;25 el caso Albán Cornejo, relativo a 

22 Faúndez Ledesma, H. El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Aspectos institucionales y 
procesales. 3ª. ed., IIDH, San José, 2004, p. 88.

23 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. FRC. 2006.
24 Corte IDH. Caso Kimel vs. Argentina. FRC. 2008.
25 Corte IDH. Caso Atala Riffo y niñas vs. Chile. FRC. 2012.
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mala praxis médica cometida en un hospital privado en Ecuador,26 o el caso Forneron e hija relativo a 
un proceso de adopción.27

Mientras que respecto al requisito señalado por el artículo 32 de la Convención Americana en 
el sentido de que las restricciones se funden en “la seguridad de todos”, es pertinente mencionar que 
en incontables casos la Corte IDH ha conocido de violación a derechos humanos en el contexto de 
operativos de seguridad pública y actos perpetrados siguiendo una política determinada de seguridad 
nacional. En la mayoría de los casos, la Corte IDH ha encontrado no solo que se limitaron de forma 
injustificada derechos inderogables, sino que incluso se llegaron a perpetrar graves violaciones a los 
derechos humanos de las víctimas. En este sentido, la Corte IDH ha podido documentar graves viola-
ciones a los derechos humanos cometidos en torno a conflictos armados internos en la región en países 
como Brasil,28 Bolivia,29 Chile,30 Guatemala,31 México,32 Paraguay,33 Perú,34 Venezuela,35 entre otros. En 
estos casos, se ha establecido que la necesidad de salvaguardar la seguridad no puede llevar al Estado 
a violar derechos humanos. Así, la Corte IDH ha señalado que “si bien el Estado tiene el derecho y la 
obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden público, su poder no es ilimitado, pues tiene 
el deber, en todo momento, de aplicar procedimientos conformes a derecho y respetuosos de los dere-
chos fundamentales, a todo individuo que se encuentre bajo su jurisdicción”.36

De estas consideraciones se puede concluir que dentro del esquema jurisprudencial de la Corte IDH, 
la protección de “la seguridad de todos” no puede en ningún caso llevar a que se cometan violaciones a 
los derechos humanos, como lo son casos de desaparición forzada de personas, ejecuciones extrajudi-
ciales, tortura, faltas al debido proceso, la negación al acceso a la justicia, entre muchas otras. De esta 
forma, debe aclararse que la ‘autorización’ del artículo 32 no permite la violación de derechos sino su 
debida limitación persiguiendo un fin legítimo.

3.2.  La consideración de las justas exigencias del bien común,  
en una sociedad democrática

En la opinión consultiva referente a la colegiación obligatoria de periodistas, la Corte IDH con-
sideró que:

el ejercicio de los derechos garantizados por la Convención debe armonizarse con el bien 
común. Ello no indica, sin embargo, que, en criterio de la Corte, el artículo 32.2. sea aplicable 
en forma automática e idéntica a todos los derechos que la Convención protege, sobre todo 
en los casos en que se especifican taxativamente las causas legítimas que pueden fundar las 
restricciones o limitaciones para un derecho determinado. […] [e]l artículo 32.2. contiene un 
enunciado general que opera especialmente en aquellos casos en que la Convención, al pro-
clamar un derecho, no dispone nada en concreto sobre sus posibles restricciones legítimas.37

La Corte IDH entiende el concepto de “bien común”, dentro del contexto de la Convención, como 
un estándar “referente a las condiciones de la vida social que permiten a los integrantes de la sociedad 
alcanzar el mayor grado de desarrollo personal y la mayor vigencia de los valores democráticos”. Así, 
la Corte IDH consideró que puede estimarse como un imperativo del bien común la organización de la 

26 Corte IDH. Caso Albán Cornejo y otros vs. Ecuador. FRC. 2007.
27 Corte IDH. Caso Fornerón e hija vs. Argentina. FRC. 2012.
28 Corte IDH. Caso Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil. EPFRC. 2010.
29 Corte IDH. Caso Ticona Estrada y otros vs. Bolivia. Interpretación de la Sentencia de FRC. 2009.
30 Corte IDH. Caso Almonacid Arellano y otros vs. Chile. EPFRC. 2006.
31 Corte IDH. Caso de la Masacre de Las Dos Erres vs. Guatemala. EPFRC. 2009.
32 Corte IDH. Caso Radilla Pacheco vs. México. EPFRC. 2009.
33 Corte IDH. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay. FRC. 2006.
34 Corte IDH. Caso Anzualdo Castro vs. Perú. EPFRC. 2009.
35 Corte IDH. Caso del Caracazo vs. Venezuela. F. 1999.
36 Corte IDH. Caso Bámaca Velásquez vs. Guatemala. F. 2000.
37 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-5/85. La colegiación obligatoria de periodistas. 1985. párr. 65.
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vida social de forma que se fortalezca el funcionamiento de las instituciones democráticas y se preserve 
y promueva la plena realización de los derechos de la persona humana.38 Sin embargo, la Corte IDH no 
ignoró la dificultad de precisar de modo unívoco los conceptos de “orden público” y “bien común”, ni 
que ambos conceptos pueden ser usados tanto para afirmar los derechos de la persona frente al poder 
público, como para justificar limitaciones a esos derechos en nombre de los intereses colectivos.39

La Corte IDH señaló que de ninguna manera podrían invocarse el “orden público” o el “bien co-
mún” como medios para suprimir un derecho garantizado por la CADH o para desnaturalizarlo o privar-
lo de contenido real, según lo establecido en el artículo 29.a) del mismo instrumento. Esos conceptos, 
en cuanto se invoquen como fundamento de limitaciones a los derechos humanos, para la Corte IDH 
deben ser objeto de una interpretación estrictamente ceñida a las “justas exigencias” de “una sociedad 
democrática” que tenga en cuenta el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de 
preservar el objeto y fin de la Convención.40

A partir de esas consideraciones, la Corte llegó a la conclusión que la colegiación obligatoria de 
periodistas constituía una restricción a la libertad de expresión que lejos de velar por el bien común, 
violaba el carácter radical y primario de ese derecho como inherente a cada ser humano individualmen-
te considerado, violando el derecho a la información que tiene esa misma sociedad.41

Posteriormente, la Corte IDH ha desarrollado el concepto de “bien común” utilizándolo como ele-
mento de la definición de lo que es “ley”. Así, la Corte IDH define que una ley es una “norma jurídica 
de carácter general, ceñida al bien común, emanada de los órganos legislativos constitucionalmente 
previstos y democráticamente elegidos, y elaborada según el procedimiento establecido por las Consti-
tuciones de los Estados partes para la formación de las leyes”.42 El requisito según el cual las leyes han 
de ser dictadas por razones de interés general significa que deben haber sido adoptadas en función del 
“bien común”, concepto que ha de interpretarse como elemento integrante del orden público del Estado 
democrático.43 De ahí que el concepto esbozado en el artículo 32 haya sido ampliamente utilizado por 
la Corte IDH como parámetro de interpretación y piedra de toque de desarrollo de los ejes rectores de 
su jurisprudencia.

Igualmente, respecto a la correlación de derechos y deberes en una sociedad democrática, la 
Corte IDH ha establecido que “[e]n una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a 
la persona, sus garantías y el Estado de Derecho constituyen una tríada, en la que cada componente 
se define, completa y adquiere sentido en función de los otros”.44 Igualmente, ha establecido que “[l]a 
democracia representativa es determinante en todo el sistema del que la Convención forma parte […] 
[y constituye] un ‘principio’ reafirmado por los Estados Americanos en la Carta de la OEA, instrumento 
fundamental del Sistema Interamericano”.45

La Corte IDH ha reiterado que las restricciones que se impongan deben ser necesarias en una so-
ciedad democrática, lo que depende de que estén orientadas a satisfacer un interés público imperativo. 
Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo, debe escogerse aquella que restrinja en menor escala 
el derecho protegido. Es decir, la restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y debe ser 
conducente para alcanzar el logro de ese legítimo objetivo, interfiriendo en la menor medida posible en 
el efectivo ejercicio del derecho.46

38 Ibidem, párr. 66.
39 Ibidem, párr. 67.
40 Idem.
41 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-5/85. La colegiación obligatoria de periodistas. 1985. párr. 77.
42 Corte IDH. Opinión Consultiva OC-6/86. La expresión “Leyes” en el artículo 30 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 1986. párr. 38. 
43 Ibidem, párrs. 26-29. 
44 Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua. EPFRC. 2005. párr. 191. 
45 Ibidem, párr. 192. 
46 Corte IDH. Caso Palamara Iribarne vs. Chile. FRC. 2005. párr. 85. 
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3.3.  El artículo 32 de la CADH como el origen del test de proporcionalidad 
en el SIDH

Con el fin de evaluar una restricción a los derechos, la Corte IDH –atendiendo a diversos matices 
y formulaciones dependiendo de la materia a tratar– ha desarrollado un test, fundamentado en la inter-
pretación de los artículos 30 y 32 de la CADH. A grandes rasgos, la Corte IDH ha considerado que las 
restricciones son legítimas cuando: (i) estan previstas por la ley, a partir de lo dispuesto en el artículo 
30 de la Convención; (ii) responden a un objetivo legítimo permitido por la CADH de acuerdo con el 
artículo 32 para asegurar “el respeto a los derechos o a la reputación de los demás” o “la protección 
de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas” u otros fines perseguidos por 
disposiciones específicas de la Convención respecto a cada derecho (como pueden ser las restricciones 
que se contemplan en materia de libertad de expresión o libertad personal). (iii) Finalmente, las restric-
ciones deben ser necesarias y proporcionales en una sociedad democrática, lo que depende de que estén 
orientadas a satisfacer un interés público imperativo.

Cabe señalar que la Corte IDH por lo regular divide en varios pasos los elementos anteriormente 
señalados,47 y en ocasiones los desarrolla con mayor amplitud en ciertos casos.48

En principio, se podría pensar que el artículo 30 de la CADH –al establecer como requisito para las 
restricciones que las mismas se encuentren establecidas por la ley–, otorga un mero requisito formal. 
Sin embargo, este requisito en principio meramente formal, se ve complementado con la definición de 
ley realizada por la Corte IDH en donde se considera el “bien común” como un elemento sustancial 
integrador. A su vez, dentro del test de proporcionalidad de la Corte IDH, los demás elementos o prin-
cipios en juego emanan directamente del artículo 32 relativo a la correlación de deberes y derechos. 
En su jurisprudencia más reciente, el origen del test de proporcionalidad a partir de lo dispuesto por el 
artículo 32 raramente es mencionado por la Corte IDH.

La Corte IDH ha aplicado este estándar en diversos casos para, por un lado, desestimar restriccio-
nes a los derechos humanos que no cumplan con los estándares convencionales,49 o bien para reafirmar 
restricciones que sean legítimas.50 Igualmente, habría que precisar que dependiendo de los derechos 
involucrados en el caso concreto, el test utilizado por la Corte IDH puede tener diversos matices que 
son justificables.51

47 Por ejemplo, en el caso Kimel, la Corte IDH consideró analizar: (i) si la tipificación de los delitos de injurias y ca-
lumnia afectaron la legalidad estricta que es preciso observar al restringir la libertad de expresión por la vía penal; 
(ii) si la protección de la reputación de los jueces sirve una finalidad legítima de acuerdo con la Convención y en su 
caso, la idoneidad de la sanción penal para lograr la finalidad perseguida; (iii) la necesidad de tal medida, y (iv) la 
estricta proporcionalidad de la misma. Ver Corte IDH. Caso Kimel vs. Argentina. FRC. 2008. párr. 58. 

48 En el caso Castañeda Gutman, la Corte consideró examinar: (i) la legalidad de la medida, (ii) la finalidad de la medida, 
(iii) la necesidad en una sociedad democrática, y (iv) proporcionalidad de la medida restrictiva, la cual a su vez divide 
en: a) la existencia de una necesidad social imperiosa - interés público imperativo, b) la exclusividad en la nominación 
y el medio idóneo menos restrictivo para regular el derecho a ser votado, y c) proporcionalidad respecto del interés que 
se justifica y adecuación al logro del objetivo legítimo. Ver Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. EPFRC. 
2008. párrs. 174 a 205. 

49 Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros vs. Chile. FRC. 2006. Corte IDH. Caso Yatama vs. Nicaragua. EPFRC. 2005. 
Corte IDH. Caso López Álvarez vs. Honduras. FRC. 2006.

50 Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. EPFRC. 2008. párrs. 175-205. Asimismo, en Chile, la Comisión 
Nacional sobre Prisión Política y Tortura también conocida como ‘Comisión Valech’ establece la reserva de los docu-
mentos, testimonios y antecedentes aportados por las víctimas ante dicha instancia. En el caso particular, la Corte IDH 
determinó que la restricción de acceso a la información contenida en el archivo de la Comisión Valech resultaba acorde 
a la CADH, ya que cumplía los estándares de legalidad, finalidad legítima, necesidad, y estricta proporcionalidad. Ver 
Corte IDH. Caso Omar Humberto Maldonado Vargas y otros vs. Chile. FRC. 2015. párrs. 87 a 102. 

51 Ver los matices entre los test de proporcionalidad de los siguientes casos decididos por el Tribunal Interamericano en 
los años 2007 y 2008: Corte IDH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. EPFRC. 2007. párr. 93. (res-
pecto a restricciones a la libertad personal), Corte IDH. Caso Kimel vs. Argentina. FRC. 2008. párrs. 58 y ss. (respecto 
a restricciones a la libertad de expresión). Corte IDH. Caso Castañeda Gutman vs. México. EPFRC. 2008. párrs. 174-
205. (respecto a restricciones al ejercicio de derechos políticos).
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